

SENTENCIA NÚMERO: NOVENTA Y DOS.
En la ciudad de Córdoba, a los veintitrés días del mes de septiembre de dos mil nueve, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesin, Aída Lucía  Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h), bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados "MARTÍNEZ GARCÍA, MIGUEL C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSOS DE APELACIÓN" (Expte. Letra "M", Nº 01, iniciado el cuatro de abril de dos mil ocho), con motivo del recurso de apelación interpuesto por la demandada (fs. 139) en contra de la Sentencia Número Ochenta y uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veintisiete de abril de dos mil siete (fs. 111/137vta.), fijándose las siguientes cuestiones a resolver:-----------------------------------------------------------

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación interpuesto?---

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?---------------------


Conforme al sorteo que en este acto se realiza los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Aída Lucía Teresa Tarditti, Domingo Juan Sesin y Armando Segundo Andruet (h).---------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:--------------------------


1. A fs. 139 interpone la demandada recurso de apelación en contra de la Sentencia Número Ochenta y uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veintisiete de abril de dos mil siete (fs. 111/137vta.), mediante la cual se resolvió: "1) Hacer lugar a la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción incoada por Miguel Martínez García en contra de la Provincia de Córdoba, y en consecuencia declarar la nulidad de la Resolución N° 376 del 19/02/02, emanada del Sr. Ministro de Salud de la Provincia; de la denegatoria tácita acaecida con motivo del recurso de revisión interpuesto en contra de dicho acto administrativo, y de la Resolución N° 453 de fecha 03/11/06, por la que se resolvió rechazar el recurso de revisión interpuesto por el actor, también emanada del Ministro de Salud de la Provincia. 2) Condenar a la demandada a que, en el plazo de treinta (30) días hábiles administrativos, reincorpore al actor en los términos del art. 61 de la Ley Nº 7.625. 3) Condenar a la demandada a abonar al actor los daños y perjuicios que se le hayan ocasionado como consecuencia de los actos anulados, cuya cuantificación, forma y plazo de pago se determinarán en la etapa previa de ejecución de sentencia. 4) Imponer las costas a la demandada y diferir la regulación de los honorarios profesionales de los letrados intervinientes hasta que exista base firme para ello. ...”.------------------------------------------------------------


2. Concedido el recurso de conformidad con lo establecido en el artículo 44 del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo (Auto Número Ciento cincuenta y tres del nueve de mayo de dos mil siete, fs. 141 y vta.), se elevan los autos a este Tribunal (fs. 147).------------------------------------------------


3. Posteriormente, se dispone correr traslado a la apelante para que exprese los agravios que le irroga el decisorio de la Cámara a-quo -fs. 151-, quien lo evacua a fs. 159/164, solicitando su revocación con costas, a tenor de las razones que a continuación se reseñan.---------------------------------------------------


Dice que le agravia la sentencia impugnada en tanto y en cuanto a partir de una incorrecta interpretación de la normas que rigen la cuestión y de los hechos comprobados de la causa arriba a una solución marcadamente equivocada, ingresando a un terreno cuya evaluación le corresponde en exclusividad.-----------


Señala, en primer término, que el recurso de revisión del acto administrativo interpuesto por el actor fue planteado en forma extemporánea, ya que la presentación fue realizada con fecha veintiséis de abril de dos mil cuatro y la sentencia de este Tribunal había quedado firme el veinticuatro de marzo de dos mil cuatro.-------------------------------------------------------------------------------------


Como consecuencia de ello, alega que le agravia lo sostenido por la Juzgadora en relación que “...admitida la procedencia del recurso de revisión y como corolario de la ilegitimidad de la denegatoria tácita acaecida con motivo de aquél, se deriva, necesariamente, la invalidez del acto segregatorio....”.-------------


Añade que tal como lo sostiene la Sentenciante a fs. 118vta., el acto por el cual se dispuso el apartamiento del actor de la Administración Pública no fue objeto de recurso ordinario alguno, por lo que el mismo quedó firme, habiéndose configurado a su respecto la cosa juzgada administrativa.-----------------------------


Expresa que yerra seguidamente la Cámara a-quo y agravia a su parte la falta de fundamentación legal y arbitrariedad en la que incurre al fallar, cuando expresa que el supuesto de autos resulta asimilable al previsto en el artículo 89 inciso “c” de la Ley 6658.------------------------------------------------------------------


Cuestiona que a los efectos de justificar el decisorio se le otorgue a la legislación un alcance mayor o más extenso que el que ella determina, sin brindar razón alguna, deficiencia que lo torna inexcusablemente arbitrario.------------------

Concluye que le agravia la falaz fundamentación legal en que la Excma. Cámara sustenta el presupuesto sustancial requerido para la procedencia de la revisión de un acto administrativo como el impugnado por el actor.-----------------


Afirma, a continuación, que la sentencia se aparta inexcusablemente de las constancias de autos y de lo acreditado en el Expediente Administrativo Número 0172-039849/2006 cuando sostiene que “de las constancias obrantes en autos se desprende, de manera indubitable, que el acto que dispuso la cesantía del agente no derivó de la comisión de faltas o irregularidades administrativas que pudieron eventualmente configurar un ilícito penal... si no que tuvo como fundamento, exclusivamente, la existencia de una condena penal que a la fecha no subsiste”.----------------------------------------------------------------------------------


Alega que deben evaluarse todas las actuaciones administrativas que llevaron a tomar la resolución que las da por concluidas, con el referido resuelve y no considerar al mismo en forma absolutamente independiente de los elementos que lo determinaron. Remarca que la Cámara ignoró el proceso de formación de la voluntad administrativa, cuya legítima argumentación está fuera de la discusión en esta Sede, vulnerando el principio republicano de gobierno, lo que no puede ser convalidado.-------------------------------------------------------------

A continuación hace referencia a los distintos pasos que siguió el expediente administrativo, destacando que en la conclusión Número 17/2001 se indicó que “conforme el hecho relatado, la naturaleza, las circunstancias y características del mismos; los dichos del sumariado, aparte de afectar a la persona destinataria de sus calumnias, indudablemente afectan el decoro de la función Pública y el prestigio de la Administración ... Es indudable que la realización de falsas imputaciones delictivas, sobre actos concretos de gobierno y sobre los funcionarios que se encargan de llevarlos a cabo, que tomen estado público y que tienden a echar un manto de sospecha sobre la transparencia de los mismos y sobre la honorabilidad de los funcionarios intervinientes, es una conducta que no se conduce con el decoro que el desempeño en cargos públicos exige y que afecta el prestigio de la Administración...En mérito de lo expresado, esta Instrucción entiende que se encontrarían acreditados los extremos de la imputación formulada al sumariado Miguel Martínez García”.-

Considera, por lo dicho, que la decisión estatal se encuentra respaldada en una correcta motivación que cubre suficientemente el extremo formal que validan los actos administrativos impugnados, a los que califica de legítimos, perfectos, dictados por autoridad competente, adecuados a su causa y fin, en los que se ha respetado la forma y el procedimiento de formación de la voluntad administrativa, cumplimentando su contenido las exigencias legales. Añade que la sentencia es manifiestamente arbitraria y falla sobre cuestiones que exceden su competencia.----------------------------------------------------------------------------------


Afirma que nada obsta a que un mismo hecho pueda generar responsabilidades de naturaleza penal y administrativa -incluso civil, en su caso- en forma independiente entre sí, en contra de lo que sostiene la Juzgadora y de conformidad a los dispuesto por la doctrina y la jurisprudencia de este Tribunal en reiteradas oportunidades.----------------------------------------------------------------


Alega que en el caso de autos existió una relación entre los diversos ámbitos de responsabilidad, pero que si bien las actuaciones administrativas se iniciaron con motivo de una sentencia judicial, nada obstó a que las mismas tuvieran un desarrollo y desenlace propio.-----------------------------------------------


Sostiene que la responsabilidad administrativa no se altera porque la causa judicial haya concluido de un modo diverso, puesto que en Sede Administrativa se determinó que el Doctor Martínez García incurrió en una falta administrativa, por la que se lo suspendió en un primer momento y se lo cesanteó después. Cita jurisprudencia y doctrina atinente.---------------------------------------------------------


Concluye que la comisión de un hecho puede dar lugar a un proceso penal y/u otro administrativo con resoluciones independientes entre sí atento la tipificación y responsabilidades que cada uno de dichos fueros prevé o no.---------


Finalmente y para el supuesto de una sentencia adversa, formula reserva del recurso extraordinario del artículo 14 de la Ley 48.--------------------------------


4. A fs. 165 se dispone correr traslado del recurso interpuesto al actor, quien lo evacua a fs. 166/170, peticionando la confirmación del fallo dictado por la Judex a-quo con imposición de costas a la contraria.--------------------------------


5. A fs. 171 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 174), deja la causa en estado de ser resuelta.------------------------------------------------------------


6. En forma liminar, debe destacarse que el recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, por parte legitimada, en contra de una sentencia definitiva (art. 43 inc. “b” del C.P.C.A.), razón por la cual corresponde su tratamiento.-----------------------------------------------------------------------------------


7. La decisión de primera instancia contiene una adecuada relación de causa (art. 329 del C.P.C. y C.), la cual debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración.--------------------------------


8. La síntesis del escrito recursivo efectuada precedentemente evidencia que las críticas de la apelante se dirigen a cuestionar el fallo fundamentalmente por dos motivos, a saber: a) en tanto considera que el recurso de revisión interpuesto resulta procedente, siendo que fue planteado en forma extemporánea y  no encuadra dentro de los supuestos previstos por la normativa para su interposición -art. 89 de la Ley 6658- y b) por cuanto se aparta inexcusablemente de las constancias de autos y de lo acreditado en el Expediente Administrativo Número 0172-039849/06, desconociendo el proceso de formación de la voluntad administrativa, cuando sostiene que el acto que dispuso la cesantía del agente se fundó exclusivamente en la existencia de una condena penal.-------------------------

9. La primera de las censuras enunciadas en los términos descriptos debe ser desestimada, toda vez que las cuestiones cuya resolución se requiere no pueden ser examinadas por este Tribunal en esta instancia procesal conforme al ordenamiento adjetivo vigente. Se dan razones.-----------------------------------------


Las objeciones planteadas por la demandada recién en esta instancia, referidas a la improcedencia formal del recurso de revisión interpuesto por el actor en Sede Administrativa, son de naturaleza eminentemente formal, dado que tienden a respaldar la postura relativa a la firmeza de la Resolución Número 376 del diecinueve de febrero de dos mil dos mediante la cual se dispuso la cesantía del Señor Martínez García, como así también de la existencia de cosa juzgada administrativa a su respecto (cfr. fs. 160) y a la imposibilidad de su revisión.------


Dicha problemática, que en esencia importa denunciar la ausencia de uno de los requisitos esenciales para que se configure la materia contencioso administrativa, explicitado en el artículo 1 inciso a) y concordantes de la Ley 7182, y, consecuentemente, que la denegatoria tácita enjuiciada no daba lugar a la acción contencioso administrativa, debió -en su caso- ser planteada en forma de artículo previo a través de la excepción de incompetencia, a tenor de lo dispuesto por los artículos 24 inciso 1 y 26 ib., no pudiendo ser objeto de resolución con posterioridad a dicha etapa en virtud de lo establecido en el artículo 11 ib..--------------------------------------------------------------------------------


Es que conforme lo dispuesto en el último precepto citado, si bien es cierto que en la primera etapa del proceso la Cámara Contencioso Administrativa debe establecer de oficio si el asunto corresponde a esa jurisdicción, también lo es, que lo hace sujeto a las posibles excepciones de previo y especial pronunciamiento que interponga la demandada, después de lo cual la competencia queda radicada en forma "definitiva" y, por lo tanto, es insusceptible de ser revisada por el Tribunal al momento de emitirse la sentencia, debiendo resolver el fondo de la cuestión (conf. doctrina Sent. Nro. 4/1996 “Tejeda, Héctor Laurencio...”).------------------------------------------------------------

Se insiste, conforme lo preceptúa el artículo 11 en concordancia con los artículos 24 y 25 de la Ley 7182, a diferencia del sistema anterior (Ley 3897)      -que era "prima facie"-, una vez admitida la demanda y resueltas las excepciones de artículo previo -si las hubiere-, la competencia de la Cámara Contencioso Administrativa queda radicada en forma definitiva.------------------------------------


Ello procura dar mayor celeridad al proceso evitando que después de su dilatada tramitación, el Juez se pronuncie en la sentencia sobre aspectos que no hacen al fondo de la cuestión, como sucedía durante la vigencia del anterior Código Ritual -Ley 3897-.------------------------------------------------------------------


10. En suma, como se anticipara precedentemente, conforme la normativa procesal de carácter especial contenida en la Ley 7182, una vez superada la etapa de habilitación de la instancia contencioso administrativa no es posible ingresar a la consideración sustancial de la problemática a la que alude la apelante, esto es, la  carencia de uno de los presupuestos procesales inexcusables para la admisibilidad de la jurisdicción contencioso administrativa, por haber devenido firmes actos administrativos previos y resultar inviable el planteo del recurso de revisión.---------------------------------------------------------------------------------------


11. El segundo de los reproches reseñados corre igual suerte que el anterior en función de los argumentos que a continuación se exponen.--------------


En primer término, cabe señalar que la apelante estructura su agravio sobre la base de desconocer los fundados y sólidos argumentos brindados por la Cámara a-quo para arribar a la conclusión de la que se agravia.----------------------


En tal sentido, corresponde destacar que la Juzgadora examinó minuciosamente las constancias del expediente administrativo en el cual se documentaron los pasos previos que se siguieron para la emisión de la voluntad administrativa.--------------------------------------------------------------------------------


Así, se hizo referencia al modo en que se inició el sumario administrativo instruido al actor, esto es mediante una nota remitida por el Señor Director General de Personal al Señor Ministro de Salud en la cual le puso en conocimiento de la Sentencia Número Veinte del trece de septiembre de dos mil uno dictada en los autos caratulados “Querella formulada por Olga Elena Riutort de De la Sota en contra de Miguel Martínez García por el delito de calumnias”, que declaró al Señor Martínez García autor responsable del delito de calumnias, recomendándose la apertura de la instancia sumarial por incumplimiento de las previsiones contenidas en los artículos 16 inciso k) y 118 inciso h) de la Ley 7625.-------------------------------------------------------------------------------------------

También se aludió a la resolución que dispuso la apertura de la instancia sumarial, a la indagatoria, a las conclusiones del instructor del sumario y al dictamen del Señor Director General de Personal, precisándose las fojas del sumario en el que se encontraban incorporados.-----------------------------------------


Se puntualizaron además, en forma especial, los términos en que la Administración resolvió la ruptura del vínculo de empleo público que le unía al actor mediante la Resolución Número 376/02, a saber: “1°.- CLAUSURAR el sumario administrativo dispuesto por Resolución Ministerial N° 01158/01. 2°.- DECLARAR la responsabilidad del agente MIGUEL MARTÍNEZ GARCÍA, D.N.I. 12.669.317, cargo 71-606-35, Médico del Hospital Córdoba dependiente de este Ministerio, con domicilio en calle José Hernández 4627 de Barrio Parque Liceo de esa Ciudad de Córdoba, como autor responsable de delito de calumnias en los términos de los arts. 45 y 109 del Código Penal, constituyendo su conducta una violación a las disposiciones de los Arts. 16 inc. k) y 118 inc. h) de la ley 7625, y ...DISPONER la CESANTÍA del mismo a partir de la fecha de la presente resolución” (el subrayado no se corresponde con el original).----------


Se ocupó asimismo la Juzgadora de analizar las normas que constituían el sustento legal de la resolución cuestionada, esto es los artículos 118 inciso h) y 16 inciso k) de la Ley 7625, que establecen que puede ser declarado cesante el que tenga una “condena criminal por hecho doloso referido a la Administración Pública o que no refiriéndose a la misma, cuando por sus circunstancias afecte el decoro de la función o prestigio de la Administración”.----------------------------


Fue a partir de tales premisas que la Cámara a-quo entendió que la cesantía se fundaba exclusivamente en la “existencia de una condena penal”.------


La apelante discrepa con tal conclusión, pero en su embate omite efectuar una crítica completa y acabada de los elementos ponderados por la Judex a quo para resolver en sentido adverso a sus pretensiones.------------------------------------


En efecto, la recurrente soslaya el examen que de las instancias administrativas previas a la emisión del acto sancionatorio realizó la Juzgadora, y en especial el contenido de la Resolución Número 376/02.----------------------------

Nada dice tampoco en relación a las normas que se invocaron en el acto que resolvió la cesantía, las que precisamente aluden al motivo legal por el cual se resuelve tan grave medida.--------------------------------------------------------------

El aspecto en cuestión resulta trascendente puesto que, se insiste, evidencia cuál es la causa por la cual la Administración dispone aplicar la máxima sanción.-----------------------------------------------------------------------------

En el sublite, la demandada invocó los artículos 118 inciso h) y 16 inciso k) de la Ley 7625 para alejar al actor de su órbita, normas que, vale reiterar, hacen alusión al empleado que tenga “condena criminal”, situación que no deja margen para la duda acerca de cual fue el motivo que justificó la cesantía.---------

12. Por lo demás, corresponde resaltar en este punto que el encuadramiento de la conducta en los preceptos citados fue realizado desde el preciso momento en que se aconsejó la instrucción del sumario -cfr. fs. 2 y vta. del Expte. Adm. 0425-092235/01-, manteniéndose en forma inalterable a lo largo de todo el trámite sumarial (cfr. resolución de apertura del sumario Nro. 1158/01, indagatoria, conclusiones del abogado instructor y opinión del Director General de Personal de la Provincia -fs. 78/81, 99/100, 135/137 y 146/146vta. del expte. adm. citado-).---------------------------------------------------------------------------------


La Resolución Número 376/02, que determinó la clausura del sumario, transitó por la misma senda.----------------------------------------------------------------

En dicho acto, siguiendo la directriz mencionada, se indicó en los Considerandos que la sentencia condenatoria del actor dictada por el Juez Correccional de Sexta Nominación -Nro. 20 del 13/09/01- “encuadra la conducta del agente en violación a las previsiones contenidas en el art. 16 de la Ley N° 7625...inc. k)... y el art. 118 de la misma Ley ...”, añadiéndose que “todo y sin perjuicio de que para cuando la Sentencia se encontrare firme, serán de aplicación las prescripciones del Artículo 119 del citado plexo legal ...” (el destacado me pertenece).-------------------------------------------------------------------

Es más y por si ello fuera poco, el texto del “resuelve” de la citada resolución transcripto supra echa por tierra toda especulación posible, dado que la claridad y sencillez de los términos empleados para su redacción revela y confirma de modo contundente que la verdadera razón que llevo a la Administración a disponer la cesantía del actor no es otra que la puntualizada por la Judex a-quo.-------------------------------------------------------------------------------

13. No obsta lo antedicho, la transcripción de diversos párrafos de las conclusiones elaboradas por el instructor del sumario -Nro. 17/01- que efectúa la apelante en aval de su postura, toda vez que los mismos han sido extraídos del contexto en el que se hallan insertos, no reflejando consecuentemente el sentido auténtico con el que fueron vertidos.------------------------------------------------------

Efectivamente, una lectura integral de la pieza bajo estudio -Conclusión Nro. 17/01- pone de manifiesto que las porciones reproducidas fueron esgrimidas por el dictaminador precisamente para encuadrar la conducta del agente en el inciso k) del artículo 16 de la Ley 7625.--------------------------------------------------

Repárese en que fueron desarrolladas inmediatamente después de señalarse que el Doctor Martínez García había sido condenado por un delito doloso no referido a la Administración Pública, motivo por el cual a fin de que se verificara la causal prevista en la norma mencionada era necesario que la “condena criminal” por sus circunstancias afectara el “decoro de la función o prestigio de la Administración”.-----------------------------------------------------------

Es por tal razón que el instructor del sumario se explayó en pos de justificar que la conducta del actor afectaba el decoro de la función pública y el prestigio de la Administración.-------------------------------------------------------------

14. Puesto en otros términos, no asiste razón a la recurrente cuando postula que la Sentenciante desconoció al fallar el proceso de formación de la voluntad administrativa, toda vez que de ni de su estudio ni del acto final se desprende que  se haya verificado otra causa independiente a la existencia de una condena penal en contra del actor que halla justificado la aplicación de la cesantía dispuesta.---------------------------------------------------------------------------
15. En definitiva, conforme las premisas sentadas en los puntos precedentes corresponde desestimar el recurso de apelación interpuesto por la demandada, con costas atento la clara prescripción contenida en el artículo 130 del Código Procesal Civil y Comercial, aplicable por remisión expresa del artículo 13 de la Ley 7182.-----------------------------------------------------------------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:----------------------------------------


No obstante el sentido de mi voto minoritario emitido como Vocal integrante de la Sala Penal de este Tribunal en la Sentencia Número Tres del diez de marzo de dos mil cuatro recaída en los autos caratulados: “Querella formulada por Olga Elena Riutort de De la Sota c/ Miguel Martínez García        -Calumnias- Recurso de Casación e Inconstitucionaldiad “ (cfr. fs. 18/31vta.), considero acertadas las razones dadas por la Señora Vocal preopinante para resolver la primera cuestión planteada, a las cuales me adhiero.----------------------


Ello es así, en virtud que la solución arribada por la mayoría en aquella causa, sobre la absolución del actor del delito de calumnias, condiciona el juzgamiento del presente pleito, toda vez que el fundamento de la prejudicialidad penal radica en que la verdad legal siempre debe ser una sola, razón por la cual lo resuelto administrativamente como pasible de sanción disciplinaria debe ser coherente con lo resuelto en Sede Criminal, en resguardo de elementales principios de lógica jurídica.---------------------------------------------------------------


Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:----------------------


Adhiero al voto de la Señora Vocal Doctora Aída Lucía Teresa Tarditti, que a mi juicio ha expresado los fundamentos necesarios para resolver en forma correcta la presente cuestión.---------------------------------------------------------------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO:--------------------------


Corresponde: I) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada (fs. 139), en contra de la Sentencia Número Ochenta y uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación con fecha veintisiete de abril de dos mil siete (fs. 111/137vta.), con costas (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).-------------------------


II) Disponer que los honorarios profesionales de los letrados intervinientes, Doctores Mario O. Obligado y Luis Reinaudi -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados, en conjunto y proporción de ley, por el Tribunal a-quo (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..----------------------------------------

Así voto.-------------------------------------------------------------------------------

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:-----------------------------------------

Estimo correcta la solución que da la Señora Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma.----------
A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO:----------------------
Voto en igual sentido que la Señora Vocal Doctora Aída Lucía Teresa Tarditti, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente.----------------------------------------------------------------

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa,-------

RESUELVE:---------------------------------------------------------------------------------

I) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada  (fs. 139), en contra de la Sentencia Número Ochenta y uno, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación con fecha veintisiete de abril de dos mil siete (fs. 111/137vta.), con costas (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 del C.P.C.A.).-------------------------


II) Disponer que los honorarios profesionales de los letrados intervinientes, Doctores Mario O. Obligado y Luis Reinaudi -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados, en conjunto y proporción de ley, por el Tribunal a-quo (arts. 1 y 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el treinta y uno por ciento (31%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib..----------------------------------------
Protocolizar, dar copia y bajar.- 

VOCALES: DRES. SESIN – TARDITTI – ANDRUET (h). 

2
1

